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    INTRODUCCIÓN


    […] lo que el hombre teme por encima de todo no es la muerte y el sufrimiento, en los que tantas veces se refugia, sino la angustia que genera la necesidad de ponerse en cuestión, de combinar el entusiasmo y la crítica.


    Zuleta, 1992


    Llegué por primera vez a la región del Pacífico en el año de 1995, motivada por el interés en desarrollar mi tesis de pregrado en el área de la sociología rural, hecho que coincidió con el traslado de un familiar a la zona, quien terminaría por convertirse en mi anfitrión. Fue así como, armada del aparataje conceptual de las teorías campesinistas y descampesinistas que había estudiado en la universidad, arribé a un pequeño caserío localizado a una hora de camino de la ciudad de Quibdó, con el firme propósito de analizar el creciente proceso de proletarización del campesino ante el avance ineluctable del sistema capitalista de producción.


    Sin embargo, esta pretensión rápidamente se vio desmentida por lo que acontecía ante mis ojos. En aquel caserío no lograba identificar los rasgos constitutivos del modo de producción capitalista: no era visible la apropiación de los medios de producción por parte de unas clases ni la venta de fuerza de trabajo por otras. Tampoco eran claros los procesos de acumulación capitalista en una región donde la preocupación de sus habitantes giraba en torno a resolver el problema del sustento diario y donde no era palmaria la presencia física del capitalismo (fábricas, infraestructura productiva, tecnología). Mi búsqueda de la economía campesina, tan rigurosamente conceptualizada por Shanin y Chayanov, también resultó infructuosa en tanto el vínculo de los pobladores locales con la tierra no se centraba en la actividad agrícola, sino que se me presentaba de manera desordenada, como la conjugación de algunos cultivos, no siempre tan racionalmente planeados, con la pesca, la minería, la recolección y la explotación forestal. Los habitantes de aquel caserío tampoco obedecían a los criterios de una pretendida racionalidad campesina fundada en el esmerado ahorro y en la venta de unos excedentes de producción en el mercado.


    Me vi obligada entonces a dejar de lado el modelo de variables y categorías de análisis que llevaba conmigo para analizar el impacto del capitalismo en una región campesina, para empezar a observar de manera desprevenida la vida cotidiana que allí acontecía. Pronto un hecho logró captar mi atención. Ocupada de mis quehaceres domésticos en el río, donde transcurre gran parte de la cotidianidad de los habitantes de la región, empecé a observar cómo los indígenas provenientes de otros caseríos llegaban con sus canoas cargadas de plátano a fin de venderlo o intercambiarlo con los pobladores negros. Pero no era solo el vínculo comercial el que unía a indígenas y negros, también estos últimos le «cargaban» los hijos a los indígenas, a quienes apadrinaban en el ritual católico del bautismo celebrado en el pueblo. El lenguaje utilizado por unos y otros para referirse mutuamente, también se constituyó en un hecho cautivante, pues la denominación de indígenas y negros era remplazada en la interacción cotidiana por la de «cholos» y «libres», no sin cierta ambivalencia entre un trato respetuoso y amigable, y una suerte de distancia social y animosidad. De este modo, decidí encarar el estudio de las relaciones interétnicas entre indígenas, negros y paisas1 como tema de investigación de mi tesis, la cual, dicho sea de paso, contó con el financiamiento de Proyecto Biopacífico, una iniciativa para la investigación y conservación de la diversidad natural y cultural que, auspiciada por la cooperación internacional, prosperara en la región con el boom del ambientalismo.


    El desarrollo de mi investigación en esta región me permitió vincularme más adelante a la gestión y concertación del Plan de Manejo Ambiental exigido por el entonces Ministerio del Medio Ambiente como requisito para la construcción de una pequeña central hidroeléctrica en el litoral pacífico. Situada en una posición muy difícil, entre los intereses de la empresa constructora y las comunidades indígenas afectadas por el montaje de la obra, esta experiencia me permitió comprender la contradicción existente entre el pretendido «desarrollo nacional» enarbolado por los proyectos de modernización del Estado y las profundas implicaciones que la ejecución de este tipo de proyectos tiene en las comunidades situadas en sus zonas de influencia, cuyas posibilidades de negociación frente al «interés nacional» son realmente inocuas. Aunque, en este caso, los indígenas no solo se debatían con la empresa contratada para la construcción de la obra y con las instituciones oficiales a cargo del tema, sino también con las poblaciones negras que veían en este proyecto la posibilidad de salir del atraso en el que se encontraba sumergida la zona.


    Tras esta experiencia, decidí continuar con mi formación académica, optando por adentrarme en el campo de los estudios geográficos, desde el cual tuve la posibilidad de analizar la problemática relación existente entre el ordenamiento territorial, como política oficial del Estado, y el ejercicio de territorialidades específicas entre las comunidades negras de la cuenca media del río Atrato, principal arteria fluvial del departamento del Chocó. La realización de esta investigación permitió constatar la escasa aplicabilidad de las políticas de ordenamiento territorial estatal en regiones como la Pacífica, en tanto que –centradas en criterios político-administrativos, con un marcado determinismo físico y con un claro sesgo hacia el desarrollo urbano– dejan de lado el complejo proceso de construcción de territorialidades negras e indígenas en la región, que muy poco tienen que ver con los criterios oficiales de planificación territorial.


    Posteriormente, me vinculé a un proyecto dirigido a la protección legal y jurídica de los predios abandonados por la población en situación de desplazamiento forzado o en riesgo de serlo, desde el cual tuve la posibilidad de participar en el diseño de metodologías para la protección de los territorios colectivos de las comunidades indígenas y negras enfrentadas a dicha situación. Esta experiencia me permitió comprender las dimensiones que el conflicto armado ha adquirido en el Pacífico, con sus brutales consecuencias de desplazamiento y violación sistemática de los derechos humanos de indígenas y negros, donde los territorios colectivos de estas comunidades, tan difícilmente logrados, son hoy objeto de disputa entre los diferentes bandos enfrentados.


    Asimismo, en el desarrollo de las labores investigativas necesarias para establecer las competencias de las diferentes entidades vinculadas con los temas de desplazamiento y tierras, tuve la oportunidad de conocer en profundidad los protocolos y procedimientos institucionales propios de estas entidades, particularmente aquellos que enmarcan las acciones del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder)2. El acercamiento a esta institución me posibilitó no solamente acceder a los expedientes de titulación de tierras y constitución de resguardos, de las comunidades negras e indígenas respectivamente, sino también conocer a los integrantes del Grupo de Asuntos Étnicos, encargados de atender estos temas en el seno de la institución. Pasada la euforia que caracterizó los primeros años de la titulación colectiva, este equipo enfrentaba la difícil transición institucional que se produjo con la liquidación del Incora, así como una drástica reducción en el número de sus integrantes, responsables no solo de los procesos de titulación colectiva en el Pacífico, sino también de la adjudicación de baldíos a las comunidades indígenas a lo largo y ancho de la geografía nacional.


    Por último, mi vinculación a un proyecto auspiciado por Pastoral Social en la zona, me brindó la posibilidad de adquirir una visión regional de la problemática que atraviesan estas comunidades, a través del apoyo a algunos de los procesos organizativos que indígenas y negros adelantaban en torno a la defensa de su autonomía territorial en diferentes zonas del Pacífico norte, centro y sur. Entre estos procesos se encontraba el liderado por la Organización Popular Campesina del Alto Atrato (Opoca) en esta zona3, a través del cual establecí contacto directo con los líderes de la Organización y con los sacerdotes y misioneros que acompañaban su proceso desde la Diócesis de Quibdó. Este contacto, que hasta bien avanzado el proyecto había sido telefónico, se hizo personal con motivo de una reunión que tuviera lugar el año 2007 en la ciudad de Quibdó entre los integrantes de la Organización y los funcionarios del Incoder. Tras algunos fallidos intentos de los activistas negros por concertar un encuentro con estos últimos, a través de varias gestiones desarrolladas en la ciudad de Bogotá, finalmente habíamos logrado que los miembros de la oficina de Sistemas de Información Geográfica del Incoder visitaran la zona que tantas veces habían cartografiado en las mesas de digitalización de sus oficinas en Bogotá.


    Convencida de la legitimidad de las reclamaciones de los líderes de la Opoca, que tras varios años de haber presentado su solicitud de titulación no habían obtenido una respuesta favorable por parte del Gobierno, todavía recuerdo mi desacuerdo con el abogado que acompañaba la comisión del Incoder, quien al enterarse de que a esta reunión asistirían los nueve integrantes de la junta directiva de la Organización me llamó para manifestarme que esta comisión tan solo se reuniría con su representante legal. Airada, le contesté que era preciso respetar las formas de organización «propias» de estas comunidades, así como los órganos colegiados en los cuales descansa la toma de decisiones entre estas. Finalmente, la reunión se realizó con todos los integrantes de la junta directiva de la Opoca.


    Lejos de imaginarme que un par de años después terminaría interesándome por la etnografía de las prácticas institucionales, tuve la oportunidad de presenciar el controvertido encuentro entre los líderes negros y los funcionarios de Incoder que, observando los mapas efectuados por los cartógrafos de esta institución, no lograban ponerse de acuerdo sobre los límites del territorio pretendido por la Organización. La reunión no tendría ninguna consecuencia práctica distinta a la elaboración de unos mapas preliminares de este territorio, los cuales se realizaron cartografiando los límites acordados en las actas de concertación suscritas entre las comunidades pertenecientes a la Opoca. Entre otras cosas porque los representantes de los consejos comunitarios (CC) de Lloró y Vuelta Mansa, los otros consejos involucrados en el diferendo territorial, no asistieron a la cita.


    Aunque el mencionado encuentro no tuvo mayor trascendencia dentro de la solicitud de titulación adelantada por la Opoca, sí que la tendría en la realización de la investigación que aquí se ofrece, toda vez que, cuando me presenté ante la junta directiva de esta Organización a fin de solicitar su autorización para el desarrollo de mi trabajo de campo en la zona de influencia de la misma, mi experiencia previa con Pastoral Social, calificada por muchos como el «mejor aliado» de la Organización, así como el hecho de haber logrado persuadir a los funcionarios de visitar la región, me habían despejado un camino que de otro modo hubiese sido muy difícil emprender. Ello, en virtud de la creciente desconfianza por parte de los directivos de las organizaciones étnico-territoriales de la región hacia los «antropólogos» que llegan a «sacar información» sin siquiera «devolverla» a las comunidades. No está demás aclarar que en zonas como el Chocó es preciso contar con el respaldo de estas organizaciones y con la compañía de «gente conocida» para visitar las comunidades, dada la suspicacia que genera la presencia de «paisas» en las mismas no solamente entre los pobladores locales, sino también entre los grupos armados con presencia en la región.


    Frecuentemente, desde este tipo de trabajos de «acompañamiento» a las comunidades, se tiende a idealizar los procesos de movilización social y de resistencia a través de los cuales las organizaciones sociales dicen oponerse a un orden establecido, con lo cual se niega que muchas veces estos procesos, ya sea de manera activa o pasiva, terminan adhiriéndose a los discursos y prácticas de las estructuras institucionales dominantes; entre otras cosas, porque no encuentran un espacio distinto al marco institucional para instalar sus demandas. Es común entonces pensar en «las organizaciones» y en «las comunidades» como entidades homogéneas y discretas que defienden un proyecto de resistencia unitario frente al «Estado», y a ver, en este último, un actor monolítico y todopoderoso dispuesto a acabar con cualquier iniciativa de movilización social que contravenga sus intereses. Estas dicotomías entre gobernantes y gobernados, dominantes y subordinados, víctimas y victimarios, oscurecen las complejas configuraciones de intereses y actores que, diferencialmente situados, se disputan la dominación a nivel local. Fue precisamente la necesidad de empezar a tomar distancia de estos procesos para evaluarlos en su justa dimensión la que me motivó a seleccionar el problema de investigación que se esboza a continuación.


    ITINERARIO DE UNA IDEA


    Aunque muchas veces había conversado con Aureliano4 durante las travesías que habíamos hecho en río o a pie por las localidades ribereñas del Andágueda, era la primera vez que este líder comunitario me confesaba el cansancio que venía sintiendo en los últimos años respecto a la indiferencia y la falta de compromiso de sus paisanos frente al proceso organizativo. Sentados en el comedor de su casa en Playa Bonita, uno de los caseríos localizado a orillas del corrientoso río Andágueda, me pidió que realizáramos una reunión a la cual asistieran tanto los jóvenes como las personas de mayor edad para conversar acerca de la importancia y lo que representa la Ley 70 de 1993 para las comunidades negras, argumentando que «la gente muchas veces le cree más a los que vienen de afuera que a los de acá mismo».


    Haciendo eco de la propuesta de Aureliano, se realizó la reunión. Después de un breve recuento de la gesta librada por las negritudes en busca del reconocimiento de sus derechos étnicos, Rosendo, un playaboniteño sumamente llamativo por su indumentaria rastafari, y quien regresó a su comunidad tras cerca de dos décadas de residencia en la ciudad de Medellín, preguntó indignado: «¿y por qué si en otras zonas del país la propiedad es individual, en Playa Bonita tiene que ser colectiva?». También indignado, Aureliano trató de explicarle los ingentes esfuerzos realizados por las organizaciones negras para lograr el reconocimiento de los derechos colectivos sobre sus territorios, así como su importancia para contener la avanzada de los foráneos en la región. Una vez concluida la reunión, Aureliano descifraba la actitud de Rosendo como la de un advenedizo que tras largo tiempo de vivir fuera de su comunidad regresa a la misma defendiendo las «costumbres antioqueñas», o si no «¿cómo se explica su gusto por ese Bomery?».


    Pero el cuestionamiento de Rosendo al sistema de propiedad colectiva no fue el único hecho revelador esa noche. Poco antes de concluir la reunión, María, habitante de esta misma comunidad, se preguntaba: «¿y a nosotros por qué nos dicen afrodescendientes?, pues yo he visto que en muchas partes hablan de nosotros como si fuéramos africanos y no colombianos». El interrogante de María suscitó inmediatamente la reacción de los asistentes, quienes en medio de la algazara defendían su preferencia por la denominación de negros frente a la de afros. En el mismo sentido, Fabio, un joven habitante de una localidad vecina, manifestaba que él no entendía «por qué se quiere crear una ley que nos separa del resto de la sociedad, siendo que la ley debe ser igual para todos los colombianos».


    Tales cuestionamientos al régimen de propiedad colectiva contemplado en la política de titulación, a las construcciones identitarias oficiales y a sus «ventajas» por parte de los beneficiarios de esta política, condensan el interrogante que guió inicialmente la realización de la presente investigación: ¿Cuáles son los mecanismos de apropiación de la política de titulación por parte de los pobladores negros del alto Atrato?


    Con este y otros interrogantes en mente, regresé al Chocó a comienzos de 2009, donde empecé por restablecer mis contactos con los líderes de la Opoca. Desde mis primeras conversaciones con ellos, dos temas emergían de manera reiterada: uno era el inconformismo generalizado entre los activistas frente a la dilación en la adjudicación del título colectivo a la Organización; el otro tema tenía que ver con la proliferación de las retroexcavadoras introducidas por los paisas para la extracción a gran escala de los recursos mineros en la región. Si bien la polémica en torno a la explotación semiindustrial de los yacimientos auríferos no era nueva, en ese momento se había reavivado, dada la presencia de cerca de treinta «dragones»5 en el lecho del río Quito, afluente del Atrato que vierte sus aguas a este río al frente de la ciudad de Quibdó.


    La ralentización en la expedición del título colectivo era objeto de toda suerte de hipótesis en torno a los intereses que se fraguaban en contra de este proceso, las cuales siempre desembocaban en el «Estado» y los funcionarios oficiales como los paladines de las maniobras dilatorias. Fue entonces cuando entendí que el análisis de los mecanismos de apropiación local de la política de titulación pasaba necesariamente por la comprensión de las representaciones e interpretaciones a través de las cuales la gente construye la idea del «Estado», que en este caso se encuentran profundamente mediadas por la experiencia concreta de los líderes e integrantes de las comunidades locales con las burocracias estatales a cargo del proceso de titulación.


    La constatación de este hecho, junto con algunas primeras lecturas de autores que se han distanciado críticamente de la noción convencional del Estado, me ayudaría a terminar de delinear los contornos de mi pregunta de investigación, donde, si bien se recogía mi preocupación inicial por la recepción de la política de titulación entre los pobladores locales, esta aparecía ahora como una variable a tener en cuenta para ejemplificar la forma en que el Estado es experimentado en la vida cotidiana de los habitantes de la región del alto Atrato6.


    Pero a medida que se densificaban mis interacciones no solo con los activistas del proceso organizativo, sino también con los representantes de algunos sectores aliados del mismo, así como con los funcionarios de los niveles local y nacional, y con los habitantes de las localidades pertenecientes al área de influencia de la Organización, esta pregunta se fue complejizando aún más en virtud de las múltiples relaciones que se tejen entre estos actores, cuyas agendas e intereses –algunas veces contrastantes, otras coincidentes– avanzan insospechadamente en la consolidación de un orden estatal en la región. Me encontré entonces con funcionarios estatales que a menudo trasgreden los protocolos institucionales que enmarcan sus atribuciones, o con activistas del proceso organizativo que, a pesar de oponerse explícitamente a las acciones estatales, terminan adoptando en sus luchas el lenguaje con que se los define oficialmente, dándole vida de esta manera a un determinado proyecto de formación del Estado en la región.


    Otro de los actores que hace su aparición en esta atiborrada escena es aquel representado por los empresarios privados, objeto de la segunda de las preocupaciones expresadas por aquellos líderes con quienes entablé mis primeros contactos. Las diferentes narraciones acerca del impacto producido por la expansión de las economías extractivas en la región me llevaron a fijar mi atención en este problema, cuyas implicaciones no solo tienen que ver con el progresivo deterioro del medio ambiente y con los conflictos generados por la implantación de este tipo de economías en las comunidades, sino también con la vulnerabilidad del proyecto de autonomía territorial defendido por los adalides del proceso organizativo de las negritudes.


    En este caso, como en el anterior, las complejas configuraciones de poder a nivel local nos invitan a no asumir de manera apriorística una confrontación de intereses entre la «Organización»/las «comunidades» y los «paisas»/los empresarios privados. Si bien en los diferentes comunicados, pronunciamientos y discursos de los líderes se plantea una contradicción irreconciliable entre estos dos sectores, en la práctica muchos pobladores locales, incluyendo algunos activistas del proceso organizativo, vinculan sus estrategias de supervivencia a este tipo de economías, puesto que la monetización de los recursos naturales se configura como una de las pocas opciones disponibles para acceder al ingreso en medio de una situación de generalizada precariedad económica.


    Antes de abocarnos a la exposición de los capítulos que conforman el presente libro, merece la pena volver sobre las intervenciones de María y de Fabio en la reunión, con cuya descripción se inaugura este apartado. En efecto, los cuestionamientos que dichos pobladores hacen a la denominación de afrocolombianos y a la expedición de una legislación específica para estos grupos, recuerdan el planteamiento de Roseberry según el cual, si bien el Estado se arroga el poder para afirmar, nombrar y etiquetar a los pobladores, no puede obligarlos a aceptar o utilizar estos nombres (Roseberry, 2002: 220-221).


    Al mismo tiempo, tales cuestionamientos conducen a un sugerente conjunto de interrogantes: ¿quién define, clasifica y nombra a la población?, ¿qué discursos sustentan la construcción de las poblaciones negras como un sujeto étnico?, ¿quiénes elaboran dichos discursos?, ¿cómo reaccionan los sujetos de estas categorizaciones a las mismas?, ¿cómo moldean estos discursos a los actores locales? Se espera que a través del recuento de la experiencia organizativa de la Opoca, así como de los avatares que esta ha tenido que enfrentar para hacer valer sus derechos, se pongan al descubierto las contradicciones e intereses vinculados a la institucionalización de la etnicidad negra en Colombia, contribuyendo de esta manera, por lo menos en parte, a responder dichos interrogantes.


    LOS APORTES DE LA ANTROPOLOGÍA AL ESTUDIO DEL ESTADO


    En el capítulo introductorio de su libro Power, Community and the State, Nuijten (2003) advierte la ocurrencia de un hecho paradójico: en el momento preciso en que pareciera que el Estado-nación está perdiendo influencia frente al creciente dominio de las fuerzas globales y transnacionales, el interés de los antropólogos en los debates acerca del Estado parecería ir en aumento. De este fenómeno dan cuenta las importantes contribuciones no solo de antropólogos, sino también de sociólogos y politólogos que, al deslindar campos con las visiones convencionales del problema del Estado, plantean nuevas agendas de investigación que invitan a reconsiderar nuestra manera de aproximarnos al mismo.


    De alguna manera, se podría afirmar que la representación del poder a través de la cual el Estado se legitima a sí mismo como la expresión del «interés general» ha atrapado a los investigadores sociales, quienes han asumido su existencia como un ente monolítico y todopoderoso que se construye al margen y por encima de la sociedad (Abrams, 1988). Justamente en el cuestionamiento de esta separación entre Estado y sociedad, reside uno de los principales aportes de las aproximaciones más recientes a este problema, las cuales plantean abandonar el abordaje del Estado como ese objeto de contornos precisos para problematizar las supuestas fronteras entre lo estatal y lo no estatal como un hecho dado, y entenderlas, en su lugar, como un resultado de las relaciones de poder (Gupta, 1995; Mitchell, 1999; Gupta y Sharma, 2006). Así, lo que en apariencia es una frontera externa entre dos entidades discretas es, en realidad, una línea trazada internamente, un mecanismo de ejercicio de poder a través del cual determinado orden social y político es mantenido. Esta habilidad para revelarse como una estructura unitaria y coherente, aparentemente externa y autónoma de la sociedad, es lo que Mitchell (1991) denomina «el efecto de Estado».


    Asumiendo el carácter elusivo de la frontera entre el Estado y la sociedad, algunos autores acometen el estudio del proceso de constitución cultural del aparato estatal, entendiendo a este último como parte de las formas institucionalizadas de las relaciones sociales y no como una entidad que se sitúa por encima de ellas. Esta mirada los aleja de la clásica consideración del Estado como el locus central de poder, para situar su foco de interés, no en un «aparato» de gobierno centralizado, sino en los diferentes niveles, agencias y organizaciones en los cuales el Estado es imaginado. Situarse en este nivel de análisis les permite lograr una visión «desagregada» del Estado y, de esta manera, constatar el carácter multivariado, pluricentrado y fluido del mismo.


    Así, por ejemplo, Gupta y Sharma proponen entender al Estado como un artefacto cultural que se construye a partir de las prácticas y representaciones que se configuran en los encuentros episódicos entre los agentes estatales y la población sujeto de las políticas oficiales (Gupta, 1995; Gupta y Sharma, 2006); mientras que Nuijten acuña la noción de «cultura del Estado», con la que se refiere a «las prácticas de representación e interpretación que caracterizan la relación entre las personas y la burocracia estatal, y mediante las cuales se construye la idea del Estado» (Nuijten, 2003: 17).


    La adopción de esta perspectiva implica a su vez la desnaturalización y una suerte de «desestatización» de la mirada del Estado, para dimensionarlo en su materialidad y en su desagregación como la encarnación de prácticas burocráticas concretas ejercidas por funcionarios de oficinas e instituciones (Hansen y Stepputat, 2001). En efecto, el Estado opera a través de mecanismos palpables que, como las disposiciones legales, las decisiones judiciales, los registros, los censos, los formularios de impuestos, los mapas y los archivos oficiales, crean y definen a ciertos sectores como sujetos de derecho, mientras que excluyen y niegan a otros, incidiendo en la manera en que la gente se identifica a sí misma, así como en la producción y el mantenimiento de las iniquidades de clase, género y etnia (Corrigan y Sayer, 1985; Joseph y Nugent, 2002; Roseberry, 2002; Gupta y Sharma, 2006).


    Desde esta perspectiva, el Estado aparece como un objeto válido de indagación etnográfica, donde el analista ha de fijar su atención en los distintos niveles y dimensiones en los que se despliegan las prácticas estatales, así como en las relaciones informales de regateo, cálculo y negociación que se producen entre diferentes actores en estos niveles. En efecto, al introducirse en los dominios de la experiencia y la cotidianidad (Das y Poole, 2004: 4), la etnografía ofrece un invaluable potencial para el estudio del Estado. A partir de una mirada centrada en las perspectivas de los actores, el análisis etnográfico tiene la posibilidad de dotar de contenido a la tan a veces vaga e imprecisa noción del Estado, así como de desnudar el carácter contingente de los sentidos que suelen atribuírsele (Balbi y Boivin, 2008).


    Entre las representaciones que la población construye en torno al Estado, destaca la imagen de este como una agencia misteriosa, un «actor todopoderoso» interesado en sabotear sus iniciativas y demandas. Estas representaciones descansan en una suerte de «teorías conspiratorias» en las que los usuarios de las burocracias encuentran los marcos explicativos de sus fallidos intentos en la resolución de sus peticiones por la vía de los intrincados procedimientos formales. De este modo, los ciudadanos contribuyen a reproducir y mantener la «idea» del Estado como un centro de control coherente y organizado, con un funcionamiento consistente de arriba hacia abajo. También las burocracias se implican en la construcción de esta «idea». Desde el momento en que estas actúan como una «máquina generadora de esperanza» que fomenta entre la población el imaginario de que «todo es posible» siempre y cuando se sigan los trámites formales (Nuijten, 2003: 16), ellas participan en la reificación del Estado y de sus procedimientos, leyes y textos oficiales.


    Siguiendo el cuestionamiento aquí aludido respecto a la noción del Estado como el locus central de poder, Veena Das y Deborah Poole plantean que el estudio de los márgenes ofrece una perspectiva privilegiada para comprender este fenómeno, por cuanto es en estos lugares donde el orden y el derecho estatal se restablecen continuamente. Así, lejos de considerar que el Estado tiende a debilitarse o desarticularse en sus márgenes territoriales y sociales, las autoras sostienen que las prácticas de regulación y disciplinamiento estatales se reconfiguran en estas zonas, invitando a repensar los convencionales límites entre el centro y la periferia, lo público y lo privado, lo legal y lo ilegal. Desde esta perspectiva, los márgenes aparecen como un componente esencial dentro del funcionamiento de los Estados contemporáneos y no como el síntoma de formaciones estatales «fracasadas», «débiles» o «parciales» (Das y Poole, 2004: 4).


    Este enfoque resulta del mayor interés dentro del caso analizado aquí, teniendo en cuenta la consideración que puede hacerse del Pacífico como una zona situada en los márgenes espaciales y sociales del Estado colombiano. Bajo este enfoque, el concepto de márgenes va mucho más allá del sentido otorgado a la «excepción» como un hecho eventual que solamente ocurre en determinados espacios y periodos de tiempo, o que se sitúa por fuera del Estado. Los espacios de excepción, tanto como las diferencias entre lo legal y lo ilegal, lo lícito y lo ilícito, lo normal y lo patológico, están incrustados en el cuerpo político del Estado. Más todavía, la construcción de determinadas regiones y poblaciones como «marginales» o «periféricas» deviene en estrategia central para justificar la necesidad de la intervención estatal.


    Al cuestionar la consideración del orden estatal como algo dado, las aproximaciones más recientes al problema plantean una nueva mirada del Estado según la cual este debe ser analizado como un modelo de ordenamiento social que se construye a partir de complejos procesos de lucha y negociación de la dominación en diferentes niveles y dimensiones. No obstante la riqueza de estas perspectivas, algunos autores advierten el riesgo de caer en los excesos de los análisis descentrados del Estado, cuya constatación del carácter contradictorio y erróneamente dirigido de las formas centralizadas de gobierno puede llegar a obnubilar los efectos de poder que entrañan las estrategias globales de dominación (Chevalier y Buckles, 1995; Agudo, 2011a; Escalona, 2011). Tal y como argumentan algunos de los autores antes citados, las implicaciones que el proceso de globalización ha tenido en la reconfiguración de la soberanía del poder estatal nos alejan cada vez más de la idea del Estado como una entidad unitaria y centralizada, claramente diferenciada de «la sociedad». Sin embargo, el reconocimiento de este hecho no debe extraviar nuestra atención de los mecanismos de dominación y de los dispositivos de poder que se despliegan en los disputados procesos de formación estatal.


    En este sentido, la noción de proceso hegemónico acuñada por Roseberry puede ayudarnos a comprender cómo, en última instancia, las estrategias y opciones movilizadas por los actores tienen lugar en un campo político más amplio, dentro del cual se definen no solamente los términos de la dominación, sino también los términos para vivir en, hablar de y actuar sobre los órdenes sociales caracterizados por la dominación. Haciendo una relectura de Gramsci, este autor plantea que el proceso hegemónico actúa no para crear y generar consenso, sino para construir un marco discursivo y material común que moldea los significados, palabras y estrategias movilizadas por los sectores subalternos para resistir, confrontar o recrear la dominación misma. En tal sentido, las acciones emprendidas por estos sectores para enfrentarse a las formaciones políticas dominantes no son de ningún modo autónomas, sino que son modeladas por el campo de fuerzas en el que se desarrollan las situaciones de dominación. De manera que los procesos de resistencia entrañan una profunda contradicción en el sentido de que todo proyecto contrahegemónico es moldeado por las estructuras de la dominación: «las formas y los lenguajes de protesta o de resistencia deben adoptar las formas y los lenguajes de la dominación para poder ser registrados o escuchados» (Roseberry, 2002: 220).


    ESTRUCTURA CAPITULAR


    Siguiendo la propuesta que se desprende de las perspectivas que cuestionan la mirada del Estado como un aparato unitario, centralizado y coherente, para entenderlo en su lugar como un proceso en construcción y negociación permanente, la presente investigación está orientada al análisis de la formación cotidiana del Estado en una región del Pacífico colombiano, a través del estudio de la implementación de la política de titulación colectiva dirigida a las comunidades negras del país.


    El enfoque metodológico adoptado en el marco de este trabajo descansa en la consideración del Estado como un artefacto cultural que se sostiene tanto en las prácticas y encuentros cotidianos de los funcionarios con los destinatarios de las políticas estatales, como en las representaciones que la gente construye del Estado, las cuales están mediadas por su localización en diferentes posiciones sociales. Es así como en el presente análisis se toman dos grandes ejes de referencia, a saber: i) las percepciones, interpretaciones y prácticas que los pobladores locales han construido en torno al Estado y a la política de titulación colectiva en particular, y ii) los rituales y rutinas que las burocracias estatales ejercen en función de la aplicación de dicha política.


    La interpretación del primer nivel metodológico, es decir, el conjunto de representaciones y prácticas que los pobladores locales han construido en torno al Estado y a la política de titulación colectiva, se desplegará a lo largo de los tres capítulos del libro, en los cuales se aborda el estudio de caso de la Opoca, hija del proceso de movilización de las comunidades negras en torno a la defensa de sus derechos como grupo étnico. Retomando la propuesta de Gupta y Sharma (2006), se analiza cómo los pobladores negros del alto Atrato construyen sus imaginarios alrededor del Estado colombiano, así como entendimientos y prácticas particulares en torno a la política de titulación colectiva, a partir de su interacción con los funcionarios a cargo de la implementación de esta política.


    Como se podrá ver, en el primer capítulo, la postergación en la adjudicación del título colectivo a la Opoca por espacio de doce años configuró una relación conflictiva entre los activistas negros y los funcionarios estatales, en torno a la cual salieron a relucir los más diversos intereses y lealtades no solo de estos actores, sino también de otros sectores –entre los cuales se cuentan, los políticos tradicionales y sus correligionarios; así como los simpatizantes de la causa étnica, como los misioneros, sacerdotes y representantes de organizaciones no gubernamentales (ONG) y de agencias de cooperación extranjera–; asimismo, esta situación dio lugar a una serie de «teorías conspiratorias» a partir de las cuales los integrantes de esta Organización explicaban sus fallidas gestiones ante las entidades competentes como resultado de un plan maestro agenciado por el Estado y apoyado por la empresa privada y la fuerza pública para apropiarse de las riquezas de la zona y, en particular, del territorio pretendido por esta organización. En virtud de la recurrencia de esta «teoría» para explicar la denegación del título, se ha dedicado parte de este capítulo a los diferentes proyectos de explotación económica y ocupación territorial que actualmente cursan en la zona.


    Pero este nivel metodológico no abarca solamente el campo de las representaciones e interpretaciones que se configuran en torno al Estado, sino también el de las prácticas ejercidas por los actores locales, ya sea para acceder a los servicios y beneficios de los programas estatales, o bien para evadir sus mandatos. A la luz del caso de la Opoca, en este capítulo se verá cómo, para hacerse acreedores del «certificado de cualificación ética» (Weber, 2003:360) que los acreditase como miembros del grupo étnico negro, los activistas y asesores de la Organización redactaron la solicitud de titulación en los mismos términos contemplados en la Ley 70 de 1993 para demostrar esta condición, a saber: ascendencia africana, historia y memoria compartidas, tradiciones y costumbres específicas, sistemas tradicionales de producción, ocupación colectiva del territorio y conciencia de identidad. Nuestra intención no es negar o corroborar la existencia de tales «rasgos» entre estas comunidades, sino destacar el proceso mediante el cual los grupos sociales seleccionan, realzan o descartan elementos de su pasado y de su presente para afirmarse como portadores de identidades particulares.


    En el segundo capítulo, en el cual se abordarán las repercusiones que la implantación de las economías extractivas de los recursos mineros y forestales han tenido en el ejercicio de una administración autónoma del territorio por parte de los consejos comunitarios, se exponen distintos ejemplos de la situación contraria, es decir, de la contravención a las disposiciones establecidas en los mandatos legales. Es el caso de las frecuentes ventas de terrenos o del establecimiento de contratos de arrendamiento con los empresarios mineros y madereros, los cuales van en contravía del carácter inalienable, inembargable e imprescriptible que ostentan los territorios adjudicados o en proceso de adjudicación a las comunidades negras.


    Dedicado al análisis de los mecanismos de apropiación local de la política de titulación colectiva, el tercer capítulo no es menos rico en este tipo de ejemplos. El estudio de los conflictos y contradicciones inherentes a la adopción tanto de la figura de autoridad representada en los CC como del régimen de propiedad establecido en la Ley 70 de 1993 permitirá demostrar cómo los códigos abstractos de los programas sociales, expresados también en reglas y leyes, reciben distintos significados de acuerdo con las interpretaciones que los sujetos hacen de estos programas, quienes suelen imprimirles giros inesperados. También, en este capítulo, se verá de qué manera los problemas enfrentados por los dignatarios de los consejos en el ejercicio de sus funciones no solo obedecen al difícil proceso de adopción de innovaciones institucionales inéditas entre estas comunidades, sino también a las adversas condiciones del contexto político y económico de la región que, marcado por la incapacidad de los sistemas productivos locales para responder a la satisfacción de las necesidades básicas de los pobladores, ha devenido en su creciente vinculación a las economías extractivas, así como en la migración cada vez mayor hacia las ciudades. No menos importante es la incidencia que el conflicto armado ha tenido en el ejercicio de una administración autónoma del territorio por parte de los consejos, ya que, como se verá en este capítulo, la región del alto Atrato no ha escapado a la escalada de la violencia.


    Aquella imagen del Estado como un actor monolítico que funciona de acuerdo con una estricta lógica de arriba hacia abajo, y que es reproducida en toda suerte de «teorías conspirativas», contrasta con la evidencia cotidiana que los usuarios de las burocracias, en general, y los miembros de la Organización, en particular, encuentran ante el funcionamiento fragmentado, disperso y descoordinado de las agencias oficiales en sus distintos niveles territoriales, donde la improvisación y la falta de celeridad en la tramitación de las solicitudes ciudadanas están a la orden del día. Este punto conduce al segundo nivel metodológico de nuestro análisis, consistente en lo que Gupta y Sharma (2006) denominan la «etnografía institucional» de las prácticas de las entidades estatales y su relación con el «público» al cual van dirigidas dichas prácticas. Es así como a través del estudio de las interrelaciones existentes entre los funcionarios a cargo de la política de titulación y los integrantes de la Opoca se logrará un acercamiento al modus operandi de los agentes oficiales, cuya relación con los pobladores locales está mediada no solo por los protocolos institucionales propios de sus cargos, sino también, y tal vez fundamentalmente, por las relaciones informales que se tejen por fuera del aparato estatal.


    El primer capítulo ofrece distintos ejemplos de la trasgresión de estos protocolos por parte de algunos funcionarios públicos que, ya sea por acción o por omisión, entorpecieron el trámite de titulación de la Opoca ante el Incoder. Sin embargo, en este laberíntico camino también aparecen empleados que, apegados a las funciones que tienen bajo su cargo o más allá de estos arreglos formales, intentan coadyuvar en la resolución positiva del caso.


    En cuanto a la intervención de las entidades estatales frente a la explotación ilegal de los recursos mineros y forestales, en el segundo capítulo se podrá constatar cómo, a pesar de la conciencia existente entre los funcionarios oficiales respecto al carácter ilegal de gran parte de las explotaciones mineras y forestales en la región, no ha habido acciones contundentes por parte de las instituciones competentes para ponerle freno a esta situación. Según algunos funcionarios entrevistados, este hecho obedece al escaso margen de maniobra y de decisión con el que cuentan las instituciones para intervenir en el tema, así como a la anuencia de los habitantes de la región y de los alcaldes locales hacia este tipo de economías. Para los activistas negros y sus asesores, esta situación se debe principalmente a las componendas existentes entre las autoridades locales y los empresarios mineros y madereros. Es así como la débil intervención oficial en estos asuntos ha dado pie para que los consejos comunitarios asuman de facto el papel de autoridades mineras y ambientales que, según el ordenamiento jurídico vigente, le correspondería a las entidades estatales.


    UNA CONTEXTUALIZACIÓN NECESARIA


    La región Pacífica colombiana se extiende a lo largo de 960 km de la costa occidental del país, en una franja que oscila entre los 80 km y los 160 km de ancho. De norte a sur, está comprendida por la península del Darién, en límites con Panamá, hasta la frontera con Ecuador; de este a oeste, desde el lado poniente de la Cordillera Occidental hasta el océano Pacífico. Esta región comprende la totalidad del departamento del Chocó, el límite noroccidental de Antioquia y las áreas occidentales de los departamentos del Valle del Cauca, Cauca y Nariño. Se caracteriza por un clima cálido y húmedo, marcado por altos niveles de precipitación que varían entre los 3000 y los 10 000 mm anuales, y por una humedad relativa superior al 90 % (West, 2000 [1957]: 33).


    Las planicies aluviales del Pacífico están bañadas por numerosos ríos que, en su mayoría, nacen en la Cordillera Occidental y desembocan en el océano Pacífico. Una notable excepción es el río Atrato, que tras atravesar el área norte del departamento del Chocó vierte sus aguas al Atlántico (Figura 1.1). Precisamente en la cuenca alta de este río se sitúa nuestra región de estudio, la cual comprende a su vez las subcuencas hidrográficas de los ríos Tumutumbudó, Andágueda y Capá, cuyas aguas recorren el territorio de los municipios chocoanos de Bagadó, Lloró y Atrato (Figura 1.2).


    Como es ampliamente conocido, la economía colonial implantada por el régimen de dominación español en territorios americanos se sustentó en gran medida en la explotación de los ricos yacimientos auríferos de las tierras descubiertas, siendo la región del Pacífico una de las principales fuentes de abastecimiento de oro en el territorio de la Nueva Granada. A pesar de que sus riquezas auríferas eran conocidas desde 1511, cuando Vasco Núñez de Balboa hace su expedición de descubrimiento del Mar del Sur, el actual territorio chocoano tuvo el carácter de una región de frontera durante gran parte del periodo colonial, toda vez que el establecimiento definitivo de los colonizadores no se produciría sino hasta finales del siglo XVII. Las adversas condiciones físicas del medio; el carácter segmentario y nómada de los grupos indígenas, el cual dificultaba reducir los «indios a poblados»; así como su fiera resistencia a la ocupación española, sumados a los conflictos de intereses entre los conquistadores en su búsqueda de las riquezas auríferas, retardarían la implantación del sistema colonial en el Chocó (Isacsson, 1976: 24; Aprile-Gniset, 1993: 19).


    Al momento de la ocupación española, el territorio chocoano estaba habitado por los noanama, asentados en la cuenca media del río San Juan; por los emberá, ubicados en los cursos altos de los ríos San Juan y Atrato, y por los cuna y catíos (pertenecientes a la misma familia lingüística), que ocupaban los cursos medio y bajo, así como los tributarios orientales del río Atrato (Vargas, 1984: 2-5); no obstante, la presión colonizadora de los españoles devino en una serie de enfrentamientos entre estas dos últimas etnias, provocando el desplazamiento de los cuna hacia el Golfo de Urabá, el río Tuira y las islas de San Blas; de los catíos hacia Antioquia, y la ocupación de los afluentes orientales por parte de los emberá (Vargas, 1990: 75; West, 2000 [1957]: 142).


    Tras sucesivas rebeliones indígenas, las cuales fueron contestadas con una guerra a «sangre y fuego» por parte de los conquistadores, a mediados del siglo XVII los oficiales españoles deciden emprender una campaña catequizadora, iniciando la implantación de las primeras misiones franciscanas y jesuitas en la región del Atrato. Con el fin de lograr un control efectivo del pago del tributo, el servicio personal y la instrucción religiosa de los indígenas, los misioneros fundan los primeros poblados a lo largo de este río, entre los cuales se destaca San Francisco de Atrato, que en 1702 es trasladado al sitio en el que actualmente se encuentra Quibdó y rebautizado con el nombre de San Francisco de Quibdó (Vargas, 1984: 100-101).


    La fundación de pueblos iniciada por los misioneros sería continuada por algunos funcionarios españoles que logran finalmente ratificar la «paz» con los indígenas. La «reducción» de los nativos a los pueblos de Neguá, San Francisco de Atrato y Lloró; la prohibición de la Corona de emplear a estos últimos en trabajos forzados; la instauración de instituciones coloniales como los corregimientos y los distritos mineros, así como la localización de los lugares para la explotación aurífera, abrirían paso a finales del siglo XVII a la llegada de los primeros esclavos negros para la explotación de los yacimientos auríferos.


    En el actual territorio chocoano se configuraron dos polos para la explotación aurífera: Nóvita, en el área del río San Juan, y Citará, en la del río Atrato; este último constituido por los distritos mineros de Quibdó, Lloró y Bebará, con Quibdó como centro administrativo del enclave minero (Werner, 2000: 41). El asentamiento en los distritos mineros era de carácter transitorio, ya que su permanencia estaba sujeta a la existencia de minas para explotar, las cuales, una vez empobrecidas, eran abandonadas para ir en busca de nuevos yacimientos. Mientras subsistían, los distritos mineros se constituían en los centros administrativos locales, así como en los sitios de mercadeo de víveres alimenticios, herramientas y mano de obra (Díaz, 1994: 82). En torno a ellos se configuró un patrón de asentamiento lineal a lo largo de los ríos auríferos, intensivo y limitado a los enclaves mineros y de alta transitoriedad, toda vez que la pervivencia de los asentamientos dependía tanto de la explotación del metal como de las frecuentes crecidas e incendios que provocaron su constante reubicación. La unidad socioeconómica alrededor de la cual se organizó la actividad minera se conoció con el nombre de cuadrilla; en ella, parte de la población esclava se empleaba en el laboreo de las minas y parte, en el trabajo agrícola, dada la escasez de mano de obra indígena a la que se pudieran encomendar las tareas agrícolas.


    El historiador Germán Colmenares (1987) distingue dos ciclos en la producción minera de la Nueva Granada durante el periodo colonial. El primero abarca el periodo comprendido entre 1550 y 1630-1640, y se ubica en la región central del país. El segundo ciclo se inicia en 1680 y se extiende hasta el año 1800, centrándose en los distritos chocoanos de Nóvita y Citará, entre otros distritos en la región Pacífica. Estos dos ciclos estarían separados por un periodo de recesión que abarcó cuarenta años aproximadamente7. La explotación de los yacimientos chocoanos estaría enmarcada en el segundo ciclo, que se caracteriza por un uso mucho más intensivo de la mano de obra negra, merced a la reproducción de la población esclava y al abastecimiento más o menos regular procurado por los asientos portugués y holandés (1662-1701), francés (1701-1713) e inglés, a través de la South Sea Company (1713-1736), y por un sistema de licencias concedidas por la Corona entre 1743 y 17578.


    A finales del siglo XVIII comienza a vislumbrarse la decadencia de la institución esclavista, dado el abandono de la trata negrera por parte de Inglaterra, una de las principales potencias traficantes, en el año de 1780. Para ese mismo año, entre el 30 y 40 % de la población negra de la región, era libre (Leal, 2008: 413). La manumisión espontánea, la compra de la libertad por parte del esclavo, el mestizaje, la rebelión y el cimarronismo9, contribuirían a la conformación de una fuerza de trabajo libre, que en adelante se dedicaría a la minería independiente –mazamorreo–, al cultivo de productos agrícolas o al trabajo en las minas españolas.


    Con el advenimiento del proceso independentista, sobrevino también el pensamiento abolicionista, que veía en la esclavitud una institución contraria a la razón y a los intereses de la sociedad. Es así como, finalizada la lucha por la independencia, el Congreso de Cúcuta aprueba en 1821 la Ley de Manumisión o Libertad de Partos, la cual dictaminaba que todo hijo de esclava nacido a partir de la promulgación de la ley sería libre. Sin embargo, los propietarios de esclavos lograron prolongar esta institución hasta 1846, al exigir que los manumitidos pagaran con 18 años de servicio los gastos que acarreaba su manutención durante la infancia. Una vez estos llegaron a la edad adulta, tuvieron que someterse también a la «Ley de Aprendizaje», que los obligaba a firmar un contrato de trabajo con sus amos hasta cumplir los veinticinco años (Tovar, 1987: 101-102). Finalmente, el 21 de mayo de 1851, se promulga la liberación definitiva de los esclavos.


    Los esclavos recién liberados continuarían el proceso de ocupación territorial que habían emprendido cimarrones, libertos y mulatos10 desde finales del siglo XVIII. Inicialmente, muchos de ellos se asientan en los lugares adyacentes a los Reales de minas, dedicándose al mazamorreo de oro y platino; pero los conflictos con los descendientes de los antiguos propietarios por los derechos sobre estas minas, así como la creciente presión demográfica, los llevaría a iniciar la ocupación de la cuenca media de los ríos Atrato y San Juan, así como del río Baudó y de las áreas costeras.


    A finales del siglo XIX, se produce el auge extractivo de algunos recursos del bosque, tales como el caucho, la tagua y las pieles, y en menor grado el cacao, el cual promovería la migración de la población hacia el río Atrato y sus afluentes (Aprile-Gniset, 1993). Mientras el boom cauchero no duró más de dos décadas, debido a que la modalidad de extracción de este producto, consistente en el derribe del árbol, agotó rápidamente la oferta natural del mismo, la bonanza de la tagua se prolongaría por más de setenta años, toda vez que su demanda se mantuvo hasta la segunda guerra mundial, cuando el plástico sustituyó a este producto para la elaboración de botones (Leal, 2008: 413-414). Además de los ciclos extractivos, el proceso migratorio se vería reforzado por el auge de la navegación a vapor y de la explotación agroforestal del Atrato.


    Hacia 1875, Quibdó goza de un relativo auge económico. Los diferentes ciclos extractivos y la regularización de la navegación a vapor atraen una oleada de migrantes de procedencia siria y libanesa, y de comerciantes cartageneros, quienes entraron a la región, aprovechando la conexión natural de este río con la ciudad de Turbo, muy cercana a la de Cartagena. A través de la navegación fluvial por el Atrato, estos mercaderes establecieron una activa red de comercialización de los productos extraídos del bosque, además de establecer explotaciones agroindustriales de cacao, caucho, caña de azúcar y coco en distintas zonas del departamento; incursionar en el negocio minero, y crear casas comerciales en la ciudad de Quibdó (Caicedo, 1997: 27). A la vez que exportaban estos productos, los comerciantes importaban a la región bienes de consumo procedentes de Europa y Estados Unidos, para lo cual enviaban sus propias embarcaciones que hacían viajes redondos de compra-venta (González, 1997).


    Al auge de los ciclos extractivos y de los enclaves económicos implantados por los sirio-libaneses, se sumaría la incursión de la Chocó Pacífico Gold Mine en la región del San Juan en 191511 que, al obtener concesiones sobre extensas zonas dragables (Leal, 2009), causa el desplazamiento de cientos de familias hacia otras regiones, debido a los múltiples conflictos que surgieron alrededor de los derechos de propiedad sobre los yacimientos de oro y platino (Aprile-Gniset, 1993: 62-63). Atraída por la demanda de mano de obra derivada de los polos agroindustriales, esta población se vuelca hacia regiones como el Atrato y el Urabá chocoano.


    El auge del comercio con Cartagena empieza a perder preeminencia a principios de la década de los cuarenta, debido al declive en la demanda de los productos del bosque en los mercados internacionales, así como a la gran depresión económica de los años treinta, la cual afectaría directamente los negocios de los sirio-libaneses. Es entonces cuando un nuevo ciclo extractivo comienza a configurarse en la región. Se trata de la explotación forestal a gran escala asociada a la progresiva demanda de los recursos madereros por parte de las ciudades que, para aquel entonces, empiezan a industrializarse (Bogotá, Medellín, Barranquilla, Cartagena). Este hecho, junto a la apertura del carreteable Quibdó-Medellín en 1944, estimularía la llegada del paisa que, aprovechando el auge de la explotación forestal, se convierte en intermediario en el proceso de comercialización de este producto. Paulatinamente, el comercio con la costa atlántica es reemplazado por el de Medellín, y la población local se vincula a la explotación de los bosques, ya sea en calidad de trabajadores en las grandes empresas madereras, a través de contratos informales con los intermediarios paisas o como propietarios de los aserríos diseminados por los ríos.


    El auge de la explotación maderera en la región acrecentaría las solicitudes de permisos para la explotación de los recursos forestales por parte de empresarios privados en el bajo Atrato. La inminente amenaza que la generalizada concesión de estos permisos representaba para los pobladores de la cuenca media de este mismo río, sumada a la negación de sus derechos territoriales en virtud de la figura de Reserva Forestal Protectora del Pacífico, que les impedía la titulación de los territorios que venían ocupando desde los tiempos de la esclavitud, se constituiría en el factor desencadenante de una intensa movilización de los habitantes del medio Atrato que, asesorados y acompañados por los misioneros claretianos, en 1987 le darían vida a la Asociación Campesina Integral del Atrato (ACIA). Un año después, esta organización firma el Acuerdo de Buchadó, mediante el cual se concierta con la autoridad ambiental el manejo conjunto de los recursos naturales y del territorio del medio Atrato, lo que constituye ni más ni menos el principal antecedente del reconocimiento de la propiedad colectiva a estas comunidades, que se daría tres años más adelante, con la Constitución de 1991.


    A la movilización de las poblaciones negras en torno a la reivindicación de sus derechos, se sumaron distintos factores de orden interno y externo que hicieron posible el reconocimiento de estas comunidades en la carta constitucional. En el ámbito internacional, estos factores pueden resumirse en la doble irrupción de lo multicultural y lo biológico como hechos sociales globales, donde el reconocimiento de las diferencias culturales en el ámbito político y la consagración de la sostenibilidad ambiental como un desafío global frente al creciente deterioro de los recursos naturales, finalmente se materializaron en la institucionalización de políticas multiculturales y ambientalistas por la vía de reformas constitucionales en la mayoría de países latinoamericanos. El auge de estos discursos coincidió con una profunda crisis de legitimidad política y de representatividad de la democracia formal en el ámbito nacional, que enfrentó al Gobierno a la necesidad de asumir una serie de reformas radicales para alcanzar la estabilidad política y económica del país, entre las cuales se abrieron paso aquellas dirigidas al reconocimiento de las poblaciones negras.


    Es así como se produce la inclusión del artículo transitorio (AT) 55 en la Constitución Política de 1991, mediante el cual se ordena la creación de una comisión conformada por delegados del Gobierno y de las comunidades negras para la redacción de una ley en la que se reconociera el derecho a la propiedad colectiva de estas comunidades sobre las tierras baldías que de forma ancestral habían venido ocupando, de acuerdo con sus prácticas tradicionales de producción, en la cuenca del Pacífico y en otras zonas del país que presentaran condiciones similares (AT 55, Constitución Política de 1991).


    En cumplimiento de lo establecido en el AT 55, en agosto de 1992 se instala la Comisión Especial de Comunidades Negras (CECN) con el fin de redactar, de manera concertada, entre los delegados del Gobierno y los representantes de estas comunidades, el proyecto de ley a ser presentado ante el Congreso Nacional. El trabajo de la Comisión Especial se vería materializado un año más tarde con la expedición de la Ley 70 de 1993, cuyo objetivo principal es el reconocimiento de los derechos territoriales de las comunidades negras asentadas en las tierras baldías, rurales y ribereñas de la cuenca del Pacífico y otras zonas del país que cumplan condiciones análogas de ocupación. Esta ley también consagra la protección de la identidad cultural de las «comunidades negras de Colombia como grupo étnico, y el fomento de su desarrollo económico y social» (art. 1), quedando con ello establecido el reconocimiento de la etnicidad de estas poblaciones a nivel nacional.


    En términos de su aplicación efectiva, la Ley 70 de 1993 ha tenido un enorme impacto en la transformación de la situación jurídica del territorio del Pacífico. Entre 1996 y 2011, se habían expedido 167 títulos colectivos, que reunían una superficie de 5 299 502 hectáreas, en otras palabras, más de la mitad de la superficie de la cuenca le había sido adjudicada a las comunidades negras, y cerca de 330 000 hectáreas más se encontraban en trámite de titulación (Herrera, 2012). El área pendiente de adjudicación correspondía a territorios que presentaban nudos jurídicos difíciles de resolver en el corto plazo, tales como conflictos limítrofes con resguardos indígenas, Parques Nacionales Naturales y zonas de interés científico.


    Infortunadamente, el reconocimiento jurídico de estas poblaciones como legítimas propietarias de los territorios que han venido ocupando ancestralmente, no ha estado acompañado de políticas públicas encaminadas a la superación de las difíciles condiciones de vida que aquejan a la región, las cuales se expresan en el alto índice de necesidades básicas insatisfechas (NBI), en la baja cobertura y calidad de los servicios públicos, en la precariedad de los sistemas de salud y educación, en la deficitaria infraestructura social básica, entre otros indicadores de pobreza en los que el Chocó casi siempre se lleva los primeros lugares.


    Las cifras presentadas por Bonet, en un informe titulado de manera sugestiva: ¿Por qué es pobre el Chocó?, son dicientes en este sentido. Según dicho informe, en los últimos años se registra un deterioro social y económico de esta entidad departamental; de acuerdo al censo general de 2005, las coberturas de los servicios de acueducto y alcantarillado son, respectivamente, del 22,5 % y 15,9 % del total de viviendas. Por su parte, el índice de NBI señala que el 79 % de los hogares carece de alguno de los servicios contemplados por este indicador, un nivel que es tres veces más alto que el registrado en el país. Asimismo, la tasa de analfabetismo entre los chocoanos se ha mantenido en el doble del promedio colombiano. Los indicadores económicos no son más alentadores, dado que entre 1990 y 2004 el producto interno bruto (PIB) del departamento tan solo representó un 0,4 % del PIB nacional, mientras que el PIB per cápita fue, en promedio, el 40 % del PIB per cápita colombiano, de tal suerte que entre 1975 y 2000 el departamento ocupó la última posición del escalafón nacional en términos del ingreso per cápita (Bonet, 2007: 1).


    Junto a estas condiciones se cuenta la progresiva vinculación de los pobladores locales a las economías extractivas que, unida a la agudización del conflicto armado en la zona, el creciente deterioro de los recursos naturales y una profunda crisis en la seguridad alimentaria de estas comunidades, impiden la plena materialización de los derechos que les fueran reconocidos constitucionalmente.


    En términos de la participación demográfica de la población negra en el país, no existe un consenso entre los datos oficiales y los cálculos realizados por algunos investigadores y organizaciones sociales negras. Según el censo de 2005, el 10,6 % de la población total nacional se reconoció como raizal (del archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina), palenquera (de San Basilio de Palenque) y «negra, mulata, afrocolombiana o afrodescendiente»12. De este porcentaje, el 10,3 % se autoidentificó como perteneciente a esta última categoría. Por su parte, algunas aproximaciones del Departamento Nacional de Planeación (DNP), apoyadas en cifras suministradas por los representantes de las negritudes, señalan que este porcentaje se eleva al 26 %


    de la población colombiana (Agudelo, 2005: 16).


    La distribución geográfica de la población negra en el país está asociada a la historia de la esclavitud, la cual se concentró en la costa caribe, en la región Pacífica y en el norte del actual departamento del Cauca. Los datos arrojados por el censo de 2005 reflejan este vínculo entre la ubicación de los núcleos de esclavos del periodo colonial y la localización actual de la población negra en cinco regiones: i) tierras bajas de la región Pacífica; ii) norte del Cauca y zona plana del Valle del Cauca; iii) zonas ribereñas del bajo y medio Magdalena y del bajo Cauca; iv) litoral atlántico y llanuras, y sabanas adyacentes, y v) islas de San Andrés y Providencia (Castillo, 2009: 173).
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